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Resumen  

     En este trabajo se contextualizará y se expondrá, a rasgo general, El estatuto general de 

contratación de la Administración Pública, Ley 80 de 1993.  En seguida, se expondrá a grandes 

rasgos, el principio rector de la contratación estatal, titulado Principio de Transparencia, este 

consagrado en el mencionado Estatuto. 

     Luego, se analizarán las causales de su creación, el entorno político y jurídico y cuáles son los 

fines de este, para así, revisar si efectivamente se está cumpliendo con lo pensado y 

específicamente, si esta base de la contratación Pública, ha podido o no ha podido combatir su 

principal fin, que es disminuir los índices de corrupción y de imparcialidad en los cargos 

Estatales.  

Abstract 

     In this paper we contextualize and exposed to general feature, The General Contracting Public 

Administration, Law 80 of 1993. Then, it will outline the guiding principle of government 

contracting, entitled Transparency Principle, this enshrined in the Statute. 

     Then, the grounds for its creation, the political and legal environment and what are the 

purposes of this, so, check whether they are indeed complying with the thought and specifically, 

if this basis of public procurement has been or will not be discussed it has been fighting its main 

purpose, which is to reduce the levels of corruption and impartiality in State offices. 
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Introducción 

 

     La ley 80 de 1993, titulada estatuto general de contratación de la administración pública, fue 

promulgada por el Congreso de la República y su fin fue establecer todas las disposiciones 

generales para reglamentar la Contratación de la administración. Dentro de estas disposiciones, 

se encuentran todos los principios, las características, las inhabilidades y las definiciones más 

importantes al respecto. Qué es una entidad Estatal, un servidor y un servicio público, cómo debe 

proceder la contratación estatal y cuáles son los principios para la selección y oportunidad de 

todo aquel que aspire a ser un servidor del estado.  

     Todo esto es importante porque el Estado quiere asegurar que tanto la contratación estatal, 

como el buen desempeño de sus servidores, se haga de manera eficiente y eficaz, para así 

certificar el óptimo manejo y gestión de los recursos de la nación y de esta manera, combatir 

directamente y de frente a los problemas y flagelos que disminuyen el buen funcionamiento de 

las entidades estatales, como la corrupción, las prácticas ilícitas o las prácticas que carecen de un 

mínimo de ética que no permite que el estado en primera medida, funcione con rectitud, 

transparencia y su operatividad sea efectiva ante las necesidades y fines generales del mismo; y 

en segunda medida, que los procesos de selección de contratistas y propiamente el de 

contratación, se hagan de manera objetiva, imparcial, ágil, transparente y se tomen en cuenta 

requisitos generales que aseguren la oportunidad y la igualdad para todos los aspirantes que 

hagan méritos para ocupar un cargo público o ejecutar un objeto contractual cualquiera que sea 

la necesidad que requiere suplir el Estado.  

 



	
	

     El estatuto general de contratación de la administración pública, nace como una respuesta, 

desarrollo y engranaje a la nueva Constitución Política de 1991, que abarcaba nuevos fines 

generales del estado y que debían ser tomados en cuenta en este nuevo estatuto, el cual regula un 

tema de vital importancia para la consecución de los fines del estado.  

    De igual modo, el legislador expide este nuevo ordenamiento contractual público, para darle 

orden y generar mayor rendimiento y rectitud en la contratación, reglamentada por el Decreto 

222 de 1983, ya que en dicho decreto, se encontraban muchos vacíos jurídicos y problemas que, 

en resultados, no estaban dando buenos frutos para el país. 

     La corte Constitucional, enmarca los Fines del estado en la sentencia T – 406  de 1992 y 

explica que: 

     De este tipo son los valores de convivencia, trabajo, justicia, igualdad, conocimiento, 

libertad y paz plasmados en el preámbulo de la Constitución. También son valores los 

consagrados en el inciso primero del artículo 2 de la Constitución en referencia a los fines 

del Estado: el servicio a la comunidad, la prosperidad general, la efectividad de los 

principios, derechos y deberes, la participación, etc. Todos ellos establecen fines a los 

cuales se quiere llegar.  (Baron, 1992). 

     No obstante la importancia de la expedición de la nueva normatividad, el nuevo estatuto trajo 

consigo, un conjunto de deficiencias que no permitieron el funcionamiento deseado del mismo y 

lo que conllevó a muchas modificaciones legislativas para que este se enriqueciera de efectividad 

y así cumplir los objetivos de su expedición. Fue hasta el año 2007 con la Ley 1150 que se 

lograron ajustar todas las controversias que el estatuto traía.  

 



	
	

     Así lo explica el Dr. Juan Ángel Palacio Hincapié en uno de sus escritos, llamado la 

Contratación Administrativa en Colombia. “Este estatuto trajo enormes innovaciones pero 

también deficiencias, como la supresión de la facultad sancionatoria del Estado, al suprimir la 

posibilidad de imponer multas al contratista o de declarar el incumplimiento del contrato por 

parte de éste. Por tal razón, desde el primer momento se inició un proceso de reforma al Estatuto 

Único de Contratación, que después de muchos intentos se concretó en el año 2007.”  (Hincapié, 

2007, pág. 285). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



	
	

Desarrollo 

 

    Ya conociendo una postura histórica y técnica de los fines y objeto de expedición del estatuto 

de contratación estatal, se entrará en materia para explicar de igual manera el tema de los 

principios dentro de la ley de contractual que rige la administración pública. 

     Se tiene que el estatuto contractual, dirige y condiciona toda actividad de contratación estatal, 

bajo unos principios generales que deben ser garantizados y cumplidos directamente por las 

entidades que se rigen bajo el mismo y los servidores públicos que ejecutan u ordenan el gasto. 

La ley lo expone de esta manera en el artículo 23: 

     “De Los Principios de las Actuaciones Contractuales de las Entidades Estatales. Las 

actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal se desarrollarán con arreglo a 

los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con los 

postulados que rigen la función administrativa. Igualmente, se aplicarán en las mismas las 

normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las reglas de interpretación de la 

contratación, los principios generales del derecho y los particulares del derecho 

administrativo” (Alcadía Mayor de Bogotá, 1993). 

      En resumidas cuentas, se explicarán brevemente los principios de economía y de 

responsabilidad en la contratación estatal, para así, visualizar de manera general todo el marco 

del artículo 23 del mencionado cuerpo normativo, para luego  proceder a exponer, con mayor 

detenimiento, el principio rector, como muchos juristas lo llaman, y el principal objetivo de este 

trabajo, que es el principio de transparencia.  



	
	

      El principio de Economía, tiene dos ramas de aplicabilidad muy importantes. La primera es 

la voluntad y la exigencia que hace el legislador a las entidades públicas y a los servidores 

públicos de utilizar y emplear de manera correcta, todos los recursos de la Nación, es decir, que 

sean utilizados para los fines que se direccionaron y que no sean malgastados bajo ninguna 

circunstancia.  

      Por otro lado, se busca que todos los procedimientos que tengan que ver con la contratación 

estatal, se puedan llevar a cabo de manera efectiva y eficiente, procurando una reducción de 

costos y disminuyendo esfuerzos operativos, es decir, dejar a un lado aquellos tramites 

innecesarios que  vayan en contra del buen funcionamiento de la actividad contractual. (Alcadía 

Mayor de Bogotá, 1993) 

      A su vez, el principio de responsabilidad, está fundamentado en que todas las actividades pre 

contractuales y contractuales, son vinculantes para las partes que intervienen en el proceso 

contractual, aunado a que consagra que todo lo acordado dentro del contrato, será de obligatorio 

cumplimiento; es decir que las partes son responsables de cumplir y hacer cumplir los fines de su 

cargo o su oficio para la consecución de los fines del estado.  

     A su vez, establece que en caso que las actuaciones ejecutadas en aras de un proceso de 

selección de contratistas no sean idóneos o se hagan de manera fraudulenta, las partes estarán 

sujetas a la responsabilidad de sus actuares y serán sancionados por la ley colombiana, ya sea 

civil, disciplinaria o penal según sea el caso. Además de ser responsables por sus irregulares 

actuaciones en contra de la función pública, debiendo indemnizar todos los daños causados por 

dichas acciones. (Alcadía Mayor de Bogotá, 1993) 

     Ahora bien. Entendiendo estos dos principios de manera general, se remite, a definir 

explícitamente, el principio de transparencia. 



	
	

     Para muchos juristas, el principio de trasparencia, es el principio rector de la contratación 

estatal en Colombia porque sus elementos, direccionan el ideal que toda actividad contractual 

que se ejecute dentro de la administración estatal, debe hacerse con completa objetividad e 

imparcialidad, teniendo en cuenta unas reglas claras, concisas y completas. De igual modo, que 

no se tenga en cuenta ningún interés personal, político o económico entre las partes, ya que esto 

desviaría la objetividad e imparcialidad que debe tener la etapa pre contractual y contractual. 

     Esto, proporciona que todas las ofertas estén en igualdad de condiciones y que la entidad, 

elija la que le resulte más favorable para el fin que se quiera cumplir, sin tener en cuenta 

elementos ajenos que distorsionen los proceso de selección y contratación. Esto genera 

oportunidades iguales para todos los aspirantes y futuros contratistas que, meritoriamente 

quieran acceder y participar en la función pública.  

     Al respecto del principio  de transparencia, en abundante jurisprudencia se le otorga una 

interpretación de objetividad para la selección del oferente, la Corte Constitucional dijo esto en 

Sentencia C-400 DE 1999: 

 Para la Corte es claro que la teleología propia de toda la normatividad que 

propicia la escogencia objetiva de la mejor oferta formulada por los proponentes 

previamente calificados, cuyos antecedentes personales sean garantía de seriedad y 

cumplimiento, no es otra que la de asegurar la prevalencia del interés general, valor 

fundadante del Estado colombiano al tenor del primer artículo de nuestra Carta 

Fundamental; así las cosas, desde este punto de vista, tal normatividad, contenida 

parcialmente en las normas demandadas, no sólo se ajusta a la Constitución, sino que 

es su natural y obvio desarrollo.  (Mesa, 1999) 

 
      Aunado a lo anterior, el principio de transparencia abarca a su vez las definiciones e 

interpretaciones de otros principios muy importantes para lograr los fines del estado. Esta 

conexidad es visible con los principios de libre competencia, igualdad, imparcialidad, 



	
	

objetividad entre otros, ya que bajo los términos legales y presumiendo la buena fe, para 

conquistar los mercados las partes son libres de participar en un proceso contractual, sin que 

exista óbice alguno de ofertar los servicios requeridos por la administración, bajo la órbita de la 

legalidad.  

      En este entendido se tiene que en desarrollo del principio en estudio, surge a la luz aquel 

principio de equidad para las partes, que consagra que todos los aspirantes y futuros contratistas, 

deben estar bajo las mismas condiciones y se les dará un trato equitativo, para lograr la 

contratación con la mejor oferta, que no necesariamente es aquella que requiera un menor 

inversión de erario, sino que satisfaga de manera completa las necesidades del estado. Este 

supuesto, es una innovación admirable de la Ley 80 de 1993, con respecto al decreto 222 de 

1983, normatividad anterior que regía la contratación estatal, ya que la misma estaba encaminada 

a una postura de ventaja de las ofertas nacionales, con respecto de las ofertas extranjeras. Por lo 

tanto lo que hizo la Ley 80, fue modificar esa postura y darles igualdad a los oferentes para que 

compitieran libremente, sin otorgar beneficios a las nacionales, ya que no existía ningún 

fundamento para tener esta postura. (Cabrera, 2011) 

     A su vez, surge a las claras el principio de oportunidad, en medida de que toda contratación 

pública debe hacerse mediante un proceso de licitación pública, entendida esta como una 

invitación a todo aquel interesado a realizar un negocio jurídico con el estado.  La entidad  

deberá tomarse el tiempo y el esfuerzo para que todas las ofertas sean revisadas y estudiadas 

minuciosamente, y de esta manera, tener un mayor campo de claridad con respecto a los 

beneficios y de resultados que se podrían llegar a tener, con respecto a las ofertas. 

     Y por último, no se puede dejar pasar y se debe tener en cuenta es el principio de publicidad, 

en medida de que todo el proceso de selección y de adjudicación de la contratación pública, se 



	
	

deberá hacer con completa publicidad para así garantizar la igualdad de condiciones entre los 

participantes y que la toma de todas las decisiones pre contractual y contractual, se haga, 

teniendo en cuenta todos los aspectos y elementos que tuvieron todas las ofertas y en ese sentido, 

asegurar que estas decisiones fueron tomadas de manera responsable, sin atender ninguna 

solicitud, ni atención que desviara el proceso de selección para la actividad contractual. El 

estatuto, obliga a que se expliquen a todos los oferentes, cuáles fueron las razones por las cuales 

se tomaron en cuenta estas decisiones y cuál fue la oferta que se escogió por méritos. 

     Tomando en cuenta lo indicado anteriormente, a simple vista y estudio se pueden entender 

dos cosas específicas: 

     La primera, es que la expedición de la ley 80 de 1993 y todo su proceso para entrar en vigor 

para cumplir con los propósitos de eficiencia y eficacia en la contratación administrativa, es el 

reflejo puro del legislador de modificar la postura y la mentalidad cómoda que se tenía antes, de 

incurrir en vicios en las actividades de contratación estatal. El legislador, en pro de los fines del 

Estado y del buen uso y funcionamiento de los recursos que se emplean en las actividades pre 

contractuales, como contractuales, expide la  ley para regular, reglamentar y vigilar de manera 

directa la contratación estatal y que no se siguieran practicando actuares inmorales, poco éticos y 

parcializados por interés políticos, familiares y económicos.  

     El legislador entendió en su momento que estos actuares en contra de la legalidad, 

beneficiando el interés personal, no permiten la eficiencia para lograr los resultados que se 

requieren en la contratación del estado, debido a que no se tienen unos requisitos de mérito y de 

estudio de todas las propuestas, sino que se promueve y practica una serie de actividades lesivas 

en las que priman factores ajenos al mérito y por tales motivos, entiende que la Ley reguladora 

de la contratación de la administración pública, debe tener unos requisitos y unos elementos 



	
	

claros, específicos que aseguren un mejor y mayor estudio y a la vez, que garanticen la 

oportunidad, la igualdad, objetividad, equidad y transparencia de todos los aspirantes y futuros 

contratistas, para que la contratación pública no se vuelva un negocio de unas pocas personas.  

      Lo segundo que es muy importante notar, es que el legislador entiende que el decreto 222 de 

1983, no está siendo efectivo en la lucha contra el flagelo de la corrupción, que, sin lugar a 

dudas, le ha hecho tanto daño al país y en general, a casi todas las naciones del mundo, por no 

universalizar el concepto, en la medida de que sus elementos y características no son 

suficientemente fuertes y carece de conceptos fuertes y contundentes que convierten el decreto, 

en una normativa blanda para enfrentar la misma.  

      De esta manera, y en pro de asegurar y garantizar mayores controles, vigilancia y presión 

contra la corrupción, nace esta nueva ley y este nuevo proceso, terminado por las modificaciones 

de la ley 1150 de 2007, con el fin de emprender un combate jurídico directo a la corrupción que 

germina y evoluciona dentro de la contratación, administración y función pública.   

     El profesor Stephe Morris, generó una definición de corrupción, con base a una investigación 

que hizo al respecto de este fenómeno social y político. Manifestó que la corrupción “Se la ha 

definido como el uso ilegitimo del poder público para el beneficio privado"; "Todo uso ilegal o 

no ético de la actividad gubernamental como consecuencia de consideraciones de beneficio 

personal o político"; o simplemente como "el uso arbitrario del poder".” (Morris, 2007) 

     La corrupción, sin lugar a dudas, ha sido el mayor flagelo que ha afectado directamente a la 

población Colombiana. Los funcionarios públicos, desde los más altos puestos, hasta los puestos 

ordinarios, han estado manchados por el interés y la seducción de la corrupción, dejando de lado 

los principios morales y los principios éticos profesionales. Los índices de percepción de 

corrupción en el país, siempre han sido altos y ante la comunidad internacional, Colombia 



	
	

siempre ha estado en puestos bajos, lo cual resulta bastante vergonzoso y doloroso para el 

colombiano común. 

 

(ONG Transparencia Internacional , 2012) 

      La sociedad colombiana, ha presenciado con asombro los mayores escándalos de corrupción 

de este país en los políticos reconocidos y en los funcionarios públicos que han puesto por 

encima del trabajo legal y honesto, sus intereses económicos, desgastando los recursos de la 

nación y creando problemas y caos, en vez de soluciones concretas y actuando de oficio para lo 

que fue contratado. 

      Escándalos como el carrusel de la contratación en las vías públicas en Bogotá, el carrusel de 

la salud que ha desangrado un servicio estatal que debería ser brindado con completa honestidad 

y trasparencia, en medida de que garantiza uno de los derechos fundamentales consagrado en la 

Constitución Política que es el derecho de la vida y en conexidad el derecho de la salud, son 

apenas pocos ejemplos que hacen pensar que la normativa expedida, a pesar de contar con los 

mecanismos idóneos para afrontar este flagelo, se vean insuficientes.  



	
	

      El doctor, Juan Eduardo Guerrero Espinel, ha expresado que la corrupción ha sido un 

fenómeno culpable de la crisis que vive la salud en Colombia hoy en día y que la ha llevado a 

tener, en términos generales, una atención lastimosa que ha generado molestia y caos entre los 

usuarios. 

      “El sistema estuvo en “manos corruptas” y con el giro directo “se salvó de 

actores indeseables”, esto orienta al régimen subsidiado, hecho reconocido por el 

propio Presidente de la República. En el régimen contributivo también ocurrieron 

graves desvíos y se generaron alianzas para sobrevivir con los recobros del NO POS.  

Otra de las causas del déficit financiero. 

      El desafío que continúa es erradicar la “corrupción y el clientelismo” que genera 

el desvío de recursos, la sobrefacturación y la deformación de costos obligada por el 

sistema de contratación y de tarifas.  ¿Cómo blindar el sistema de este “fantasma 

devorador”? ¿Cómo lograr transparencia e información abierta en el uso de los 

recursos?  ¿Cómo acabar de raíz este “flagelo” del sistema? ¿Cómo simplificar el 

proceso? ¿Hay intermediarios  que cobran peaje para pagar las facturas atrasadas, 

para reducir las glosas y otras fallas éticas en el sistema?”  (Guerrero, 2015) 

     Sin lugar a dudas, la Ley existe y tiene elementos que, en teoría son combatientes 

directos, para la ardua lucha que se enfrenta a diario con la corrupción que devora los 

recursos del Estado y lo termina desangrando en la pobreza y en la marginación de las 

clases que no soportan los costos de vivir en un país corrupto.  

      El problema específico, es que, aunque existan leyes y el legislador se haya tomado el 

tiempo de crear una Ley y un proceso para combatir la corrupción y en la práctica, no se 

están  tomando en cuenta esos elementos esenciales para asegurar la objetividad, 



	
	

moralidad, imparcialidad e igualdad a la hora de la actividad contractual de la 

administración pública.  

Pero ¿Cuál es la razón de este fenómeno? 

Se estima que hay dos puntos claves en este tema.  

      El primero, es la falta de credibilidad y la mala percepción que la gente del común, tiene con 

respecto a función pública y la manera de contratación estatal. Y no es para menos. Pero esta 

poca credibilidad, hace que la gente se torne indiferente ante este flagelo y no conozca que la 

misma ciudadanía, tiene maneras participativas, de vigilar y controlar estas actividades públicas 

y puede alegar los malos actuares para que sean revisados por una autoridad competente. El 

principal concepto de este mecanismo de participación, son las veedurías ciudadanas que, están 

reglamentadas en la Ley 850 de 2003.  El artículo primero de esta ley establece que: 

     Definición. Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de 

representación que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones 

comunitarias, ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades, 

administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de 

control, así como de las entidades públicas o privadas, organizaciones no 

gubernamentales de carácter nacional o internacional que operen en el país, 

encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de 

un servicio público. 

     Dicha vigilancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 270 de la 

Constitución Política y el artículo 100 de la Ley 134 de 1994, se ejercerá en aquellos 

ámbitos, aspectos y niveles en los que en forma total o parcial, se empleen los 

recursos públicos, con sujeción a lo dispuesto en la presente ley. 



	
	

      Los representantes legales de las entidades públicas o privadas encargadas de la 

ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio 

público deberán por iniciativa propia, u obligatoriamente a solicitud de un ciudadano 

o de una organización civil informar a los ciudadanos y a las organizaciones civiles a 

través de un medio de amplia difusión en el respectivo nivel territorial, para que 

ejerza la vigilancia correspondiente. (Alcadía Mayor de Bogotá, 1993) 

     En tanto que la gente, sepa que existen mecanismos de participación para vigilar y controlar 

la función pública, podrían exigir mayores seguridades ante el flagelo de la corrupción. En 

definitiva, la indiferencia y el desinterés con la institucionalidad, ha hecho que la corrupción 

logre seguir malgastando los recursos de la nación. 

     El segundo punto importante al respecto, es que, a pesar de los esfuerzos del legislador por 

encaminar una lucha contra la corrupción y las prácticas indebidas, el sistema de penalización y 

de sanción de las faltas cometidas, no han sido suficientes para alcanzar dicho fin. Así, como el 

decreto 222 de 1983, era blando en cuanto a los elementos esenciales, la ley 80 de 1993, proceso 

que llevó catorce años en entrar en vigencia efectiva, le ha faltado el acompañamiento y la 

vigilancia suprema de personas competentes y que respeten los principios promulgados en esta y 

en la misma Carta Política y a su vez, ha tenido una postura indiferente por parte de la sociedad 

colombiana. La lucha contra este fenómeno, no ha sido exitoso y eso es confirmado por el 

estudio del índice de percepción de corrupción en los países.    

     La página oficial de Transparency International España, ha registrado a cada año, la posición 

de los países con los índices de percepción de corrupción.  



	
	

     Colombia es un país que en los últimos años no ha salido de unas posiciones poco cómodas y 

desconfiables, lo cual asegura y reafirma que los principios consagrados en la normatividad 

contractual, en la práctica, no está funcionando para los fines por los cuales fue expedido. En 

2010 el país ocupó el puesto 78. En 2011, El puesto fue del 80. Los tres años siguientes (2012, 

2013,2014) ocupó el puesto 94 y en los dos últimos años (2015 y 2016), ocupó la posición 83.  

(Trasnparency International España, 2014) 

     Además de esto, las autoridades competentes de vigilancia y control de la contratación 

pública, también se han visto involucradas en escándalos de corrupción. Es decir, que el mismo 

ente que debe velar por la aplicación de los principios y disposiciones de la ley, es la misma que 

ha estado involucrada en actividades ilegales y en actividades que carecen de ética.  

     Principalmente, el flagelo de conexidad de la corrupción, es el fenómeno o la contaminación 

de la politiquería y la primación de un interés particular sobre el general en el país. Últimamente, 

los partidos políticos se han encargado de llenar la administración pública con intereses 

personales, lo cual no permite el libre desempeño y la libre competencia en la contratación y esto 

ha afectado de sobremanera la aplicación de la normativa contractual y no ha permitido que esta, 

entre con fuerza a romper de manera sancionatoria con la crisis de corrupción y politiquería que 

se ha generado en el país.  

 

 

 

 



	
	

Conclusión 

 

      El principio de Transparencia buscar garantizar que la actividad contractual de la 

administración pública, se haga de manera objetiva, imparcial e igualitaria. Esto se pretende 

ejecutar bajo la aplicación paralela de los principios de moralidad, igualdad, equidad, 

oportunidad, publicidad y competencia. Busca que las personas tengan las mismas oportunidades 

para competir por un cargo público u obtener la adjudicación de un contrato estatal, sin que 

importen sus beneficios personales o sin que sean relevantes aspectos ajenos al mérito o al 

concurso. 

     A pesar de todos los ajustes que se le hicieron a la ley 80 de 1993, terminando así, en la ley 

1150 de 2007 y todos sus decretos reglamentarios, esta normatividad no ha sido un mecanismo 

jurídico suficiente para combatir el problema más grave que siempre ha enfrentado el país, que 

ha sido, sin lugar a dudas, la corrupción.  

      Lo anterior se ha dado porque a pesar de que la ley en la teoría o en el texto, es muy superior 

al decreto anterior, en la práctica se sigue quedando con pocos fundamentos para lograr ser un 

peso en contra de la corrupción y de las prácticas ilegales o inmorales. 

     Una manera de fortalecer, en la práctica, la vigilancia y control, sería educar a la sociedad 

colombiana, para que sepa que tiene unos mecanismos constitucionales de participación, que le 

permiten hacer este ejercicio tan importante hoy en día en el país y a la vez, promover todos 

estos mecanismos de participación para que la gente se motive y recupere dichas competencias 

que el Estado le da. 

     En definitiva, el punto más importante para que, la ley cumpla con el fin último que fue 

expedida, es que las autoridades competentes del control, vigilancia y sanción de las actividades 



	
	

viciosas, fortalezcan su personal y cumplan con su deber como debe ser cumplido, poniendo por 

encima los principios generales de la constitución y de la Ley, para así garantizar el 

cumplimiento honesto, correcto y diligente de la misma y de igual manera, para recuperar la 

confianza y la seguridad jurídica, que se ha perdido por tantos factores y situaciones 

escandalosas para el país.  
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